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Colombia se considera un Estado social de derecho (Constitución Política de 

Colombia , 1991) en el cual el ciudadano adquiere unos derechos y unas 

responsabilidades, que están consagradas en la Constitución Política de 1991 y 

hacen parte integral de las políticas del Estado Colombiano, puesto que estas se 

centran en fortalecer las diferentes herramientas de participación por parte de la 

ciudadanía en el ejercicio de la democracia, así mismo, en garantizarle diferentes 

derechos de primera, segunda y tercera generación (Viola, 2016) entre los cuales, 

encontramos el derecho a la vida, a la dignidad, a ser libres e iguales, al 

reconocimiento de su personalidad jurídica, a la intimidad personal y familiar y a su 

buen nombre. En este ensayo nos centraremos específicamente en los derechos 

que se mencionan en el artículo 15 el derecho al buen nombre, articulo 21 el 

derecho a la honra, articulo 53 dignidad humana y en el Articulo 29 el derecho al 

debido proceso. 

Durante mucho tiempo el país ha estado envuelto en escándalos de corrupción 

tanto en entidades públicas como entidades privadas que son publicados por los 

diferentes medios de comunicación entre los cuales tenemos los casos: Reficar, 

Odebrecht, interbolsa, el cartel de la toga, escandalo Colpensiones y llanopetrol. 

Sin embargo, se debe reconocer que a partir de la constitución política se han 

creado varias leyes y decretos que buscan como fin poder mitigar estos casos de 

corrupción entre las cuales tenemos la ley 80 de 1993, ley 1474 de 2011, decreto 

ley 019 de 2012, ley 1712 de 2014, ley 1757 de 2015, ley 1778 de 2016, entre 

otras. Actualmente Colombia ya ingreso oficialmente a la organización para la 

cooperación y el desarrollo económico OCDE, en el cual sus conceptos sobre la 

gobernanza ayudaran a mitigar mucho mas los casos de corrupción. 

Según transparencia por Colombia los casos de denuncias han aumentado desde 

que se creó el estatuto anticorrupción sin embargo no todas las denuncias 

presentadas fueron penalizadas administrativamente, fiscalmente o jurídicamente, 

y una de las razones es que se presentan denuncias sin los suficientes soportes 

para verificarlas. 



El articulo 23 de la constitución habla que toda persona tiene derecho a presentar 

peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o 

particular y a obtener pronta resolución. 

Con este ensayo se quiere argumentar por que las falsas denuncias que realizan 

personas inescrupulosas por temas personales, diferencias políticas, etc. Pueden 

afectar los derechos fundamentales de las personas como es el derecho a la 

honra y el buen nombre, el derecho al debido proceso y el derecho a la dignidad. 

A partir del año 1992 la normatividad no ha cambiado sustancialmente, sino que 

con el pasar de los años se ha ido nutriendo en definir y robustecer el proceso de 

denuncia. La normatividad permite visualizar en qué casos son aceptadas las 

denuncias anónimas, como por ejemplo la ley 24 de 1992 que establece en el 

artículo 27 el proceso de recepción y trámite de quejas, teniendo en cuenta que 

las quejas que sean anónimas o que puedan carecer de fundamento sean 

rechazadas.   

En concordancia con lo anterior se expide la ley 190 de 1995 que se centra en fijar 

normas orientadas a preservar la moralidad en la Administración Pública e 

instrumentos para la erradicación de la corrupción.  Específicamente en el artículo 

38º reitera lo expuesto en la Ley 24 de 1992 que solo se aceptará como comisión 

de un delito o infracción disciplinaria cuando existan suficientes elementos 

probatorios.  

Posterior a esto, se expide la Ley 600 en el año 2000 en la cual se contemplan los 

requisitos para interponer una denuncia y la querella donde se reitera la 

importancia de poseer fundamentos y pruebas para poder generar una 

investigación que posteriormente será remitida a los organismos de policía judicial 

competentes para la verificación de los hechos. 

Seguidamente, se expide la Ley 906 del 2004 que afirma nuevamente los 

requisitos de la denuncia, de la querella o de la petición donde los escritos 

anónimos sin ninguna evidencia o dato concreto que permita encauzar la 

investigación se archivarán por el fiscal competente.  



Esto claramente deja la posibilidad de poder realizar denuncias a partir del 

anonimato. Un ciudadano común puede interponer una denuncia por diferentes 

vías que facilita el Estado, como por ejemplo vía telefónica, pagina web oficial, por 

medio de un escrito ante diferentes entidades y organismos de control y judiciales, 

en donde el funcionario determina si hay la suficiente veracidad para encaminar la 

investigación de la denuncia y si hay alguna sin fundamento para ser inadmitidas 

como lo establece la ley 906 del 2004. 

 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente: www.contraloriageneral.com/atencionalciudadano 

Según la Corte Constitucional se debe impedir cualquier queja o denuncia 

anónima que no tenga un sustento de fondo para evitar iniciar un trámite que 

resulte inoficioso e innecesario. 

 

Se debe iniciar una acción disciplinaria cuando la información provenga de un 

funcionario publico o por un medio el cual de credibilidad de acuerdo con la ley 

734 de 2002, y se refiere a que no se iniciara acción disiplinaria por anonimos a 

menos que tengan medios probatorios suficientes y con fundamento 

 

Como lo cita en su página de internet mundo jurídico (2015) a diario vemos como 

en las redes sociales y específicamente en la política se realiza una serie de 

noticias falsas contra funcionarios y/o candidatos políticos solo con el finde 



confundir a las personas y crear una opinión falsa sobre una persona. Lo mismo 

pasa con las denuncias en donde solo se busca manchar el buen nombre de un 

ciudadano y su honor por personas que no tienen nada que perder o que tienen 

intereses particulares y no les importa pasar por encima de la otra persona.   

La ley habla sobre los casos donde define una denuncia falsa como 

un delito consistente en imputar la comisión de un ilícito penal (delito o falta) ante 

una autoridad que tenga la obligación de perseguirlo, a una o varias personas 

aun sabiendo que esa denuncia falta a la verdad o se ha hecho con un temerario 

desprecio a la misma.  

Consiste en instaurar una denuncia, es decir, empezar un proceso judicial, 

acusando: a) que se ha cometido un delito, b) que alguien determinado ha 

cometido un crimen o c) que uno mismo ha cometido un delito; y resulta ser 

mentira. 

Como lo dice la normatividad vigente en el código penal colombiano en el cual da 

penal privativas de la libertad que van de 1 a 2 años y a la vez genera multas de 2 

a 10 salarios mínimos legales vigentes. 

 

Igualmente en el código penal se nombra el delito denominado falsa denuncia 

contra persona determinada el cual quiere decir que una persona que coloque una 

denuncia bajo juramento contra una persona como el organizador o denunciar que 

fue beneficiado por un acto de una conducta ilícita podrá tener penas privativas de 

4 a 8 años y también incurrido en una multa de 2 a 20 salarios mínimos legales 

vigentes. 

Otro tipo de delito a la hora de hacer denuncias es el que llaman denuncia 

temeraria, que es similar a la falsa denuncia, pero se puede encontrar en los libros 

de las dos formas, y la característica fundamental es que no hay fundamentos ni 

argumentos probatorios contra el denunciado y esto puede originar un delito pena 

contra el que puso la denuncia. 



Las sentencias conocidas contra denunciantes temerarios estadísticamente son 

muy escasas, incluso son muy pocas las investigaciones al respecto,  la última 

referencia que existe en la base de datos de la Procuraduría es un proceso verbal 

abierto por el Ministerio Público en 2006 contra un particular, quien presentó 

numerosas quejas disciplinarias contra el rector de la Universidad Pedagógica. 

El código penal colombiano sanciona y penaliza a las personas que incurren en 

injuria según el artículo 220 y en calumnia, con un tiempo de encarcelamiento que 

que va desde los 16 meses hasta los 72 meses de prisión, así mismo, multas que 

van desde los 13.33 hasta los 1500 salarios mínimos legales mensuales vigentes.  

Con todo lo anterior, se puede observar que la jurisprudencia hace un llamado a la 

responsabilidad para que el ciudadano interponga una denuncia siempre y cuando 

tenga los argumentos necesarios y sea verificable. 

En los casos que la queja sea anónima y no tenga un fundamento se podría estar 

afectando los derechos fundamentales del funcionario al que le colocaron la 

denuncia. Los derechos fundamentales que se vulneran cuando se realiza una 

falsa denuncia por un anónimo son el derecho a su intimidad personal, familiar y a 

su buen nombre, y en especial al derecho a la honra. Este último, es un derecho 

muy importante ya que no solo se puede observar que la norma de normas lo 

reconoce, sino que también se contempla en el pacto internacional de los 

derechos civiles y políticos que entró en vigor en 1976, así mismo, en la 

convención americana sobre derechos humanos suscrita en noviembre de 1969 

en San José de Costa Rica y finalmente sin ser la menos importante en la 

declaración universal de los derechos humanos firmada el 10 de diciembre de 

1948 en Paris. A continuación, se mencionan los artículos mas relevantes y que 

atañen al tema que se aborda: 

Como consecuencias de las guerras que se presentaron a nivel mundial varios 

países realizaron un acuerdo en el cual se debían garantizar los derechos 



fundamentales a todas las personas. Este compromiso fue llamado como el pacto 

internacional de los derechos civiles y políticos.  

Según el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos el artículo 17 hace 

referencia a que ninguna persona será objeto de injurias, ni ataques contra su 

honra y reputación.  

Según la Convención Americana sobre Derechos Humanos en el artículo 11 

reitera la importancia de reconocer que toda persona tiene derecho a respeto de 

su honra y al reconocimiento de su dignidad. Por lo tanto, nadie puede ser objeto 

de injerencias o abusos a su vida privada, la de su familia, residencia. Y es 

protegida por la ley ante esos ataques. 

En la constitución Política de Colombia en el artículo 29 nos habla sobre el debido 

proceso en donde se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y 

administrativas. Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al 

acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente o tribunal competente y con 

observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. 

Toda persona se presume inocente mientras no se haya declarado culpable. 

Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado 

escogido por él, o de oficio, durante la investigación o juzgamiento; a un debido 

proceso público sin dilaciones injustificadas, a presentar pruebas y a controvertir 

las que alleguen en su contra. 

El debido proceso administrativo consiste en que los actos y actuaciones de las 

autoridades administrativas deben ajustarse no sólo al ordenamiento jurídico legal 

sino a los preceptos constitucionales. Se pretende garantizar el correcto ejercicio 

de la administración pública a través de la expedición de actos administrativos que 

no resulten arbitrarios y, por contera, contrarios a los principios del Estado de 

derecho. 



Si manejamos el concepto de que el debido proceso no debe ir en contra de los 

principios de la constitución debemos aclarar que en su articulo 1 habla de un 

principio fundamental el cual es fundado en el respeto de la dignidad humana. 

Cada uno de los seres humanos tenemos el derecho de ser valorados y 

respetados como un ser social e individual y los llantos humillantes van en contra 

vía de la dignidad humana. 

Por lo tanto, se debe haber concordancia entre las normas ya que por un lado la 

ley permite que se realicen las denuncias anónimas y por otro lado crea una 

defensa para que las personas afectadas en su honra y dignidad como seres 

humanos puedan presentar una defensa por falsa denuncia, denuncia temeraria, 

injuria y calumnia, pero si no se conoce el autor de la denuncia como se puede 

actuar de acuerdo al debido proceso que es un derecho de los colombianos. 

Si una denuncia se hace de forma anónima temor a una represaría contra la 

seguridad del demandante, el estado debe garantizar la seguridad de la persona 

con las entidades competentes para poder realizar este trabajo como lo es la 

fiscalía general de la nación, la policía nacional entre otras. 

De acuerdo a lo sustentado anteriormente podemos concluir que: 

1. Si bien Colombia es un estado social de derecho las personas no utilizan 

las herramientas adecuadamente que les da el gobierno si no que quieren 

sacar provecho debido a un represaría o para crear una daño político o 

laboral de una persona que trabaje con el estado. 

 

2. Desafortunadamente los casos en los que se presenta penalizaciones por 

parte del estado a personas que hacen denuncias falsas o temerarias no 

son muchas, no hay decisiones ejemplarizantes en contra de estas 

personas y esto lo que hace es que no solo se afecte a personas en sus 

derechos fundamentales, sino que se presente un desgaste administrativo y 



un detrimento al patrimonio ya que se gasta los recursos del erario para 

diligencias o investigaciones que van a tener muy poco éxito. 

 

3. Las normas no pueden ir en contra de la constitución como lo vemos en el 

articulo 23 en donde se da el derecho a que las personas presenten 

derechos de petición de forma respetuosa ante las autoridades pero si 

están se usan para un bien personal y afectar un derecho fundamental la 

ley no debe permitir dejar abierta la posibilidad para que personas 

inescrupulosas realicen estas actividades que van en contra de la carta 

magna y sus principios. 

 

4. Una investigación por los organismos de control en una entidad de nivel 

territorial, departamental y nacional siempre va hacer conocida por 

funcionarios de una entidad, llámese jefe directo, oficina de control interno, 

otras dependencias que tienen que ver con el caso.  

Esto lo que va permitir es que se dude del buen nombre y de la honra de 

una persona al estar en un proceso de investigación así la denuncia al final 

de como resultado sea falsa o temeraria lo que puede perjudicar a una 

persona laboralmente, profesionalmente, familiarmente y psicológicamente. 

 

5. En el momento en el que se compruebe que la denuncia es falsa o es una 

denuncia temeraria como puede hacer el denunciado para ejercer su 

derecho a la defensa sabiendo que la denuncia no tiene autor al ser 

anónima, como poder limpiar su buen nombre y como le pueden repara los 

daños causados a su persona. 

 

6. Hay entidades del estado que están en la obligación de proteger a las 

personas que sean testigos de casos que afecten el patrimonio público, por 

lo tanto, no hay una excusa para realizar una denuncia anónima teniendo 

como justificación la falta de protección por parte del estado. 

 

 



7. Las denuncias falsas y temerarias, en lugar de combatir la corrupción, la 

perpetúan en una maraña jurídica que sirve de pantalla para esconder las 

ansias de los corruptos por devorar los dineros públicos. 
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